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Expediente 13/2025 
 
RESOLUCIÓN DE 4 DE FEBRERO DE 2026 DEL COMITÉ DE JUSTICIA DEPORTIVA DE LA 
REGIÓN DE MURCIA RELATIVA AL RECURSO PRESENTADO POR EL CLUB XXXXX DE 
BALONCESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN DE 16 DE DICIEMBRE DE 2025 DEL COMITÉ DE 
APELACIÓN DE LA FEDERACIÓN DE BALONCESTO DE LA REGIÓN DE MURCIA 
 
 
 
Visto el recurso interpuesto por Dña. XXXXX, en nombre y representación del Club XXXXX de 
Baloncesto, contra la Resolución del Comité de Apelación de la Federación de Baloncesto de la 
Región de Murcia (FBRM) de fecha 16 de diciembre de 2025, por la que se desestimó el recurso 
formulado frente a la resolución del Comité de Competición (Resolución de 19 de noviembre 
de 2025, nº CC91), y de conformidad con la competencia atribuida a este Comité por el artículo 
148.a) de la Ley 8/2015, de 24 de marzo, de la Actividad Física y el Deporte de la Región de 
Murcia, se dicta la presente Resolución con base en los siguientes: 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 
Primero: Interposición del recurso ante este Comité 
Con fecha 30 de diciembre de 2025 tuvo entrada en este Comité de Justicia Deportiva de la 
Región de Murcia recurso interpuesto por Dña. XXXXX, en la representación indicada, contra 
la Resolución del Comité de Apelación de la FBRM de 16 de diciembre de 2025, por la que 
se confirmó la sanción impuesta al jugador nº 8 del equipo XXXXX (3ª División Masculina 
GESA), consistente en la expulsión por una temporada, por infracción muy grave del artículo 
36 del Reglamento Disciplinario de la FBRM. 
 
Los hechos sancionados constan en el Acta Arbitral de 8 de noviembre de 2025, 
correspondiente al encuentro disputado frente a AD XXXXX (3ª División Masculina GESA). 

 
Segundo- Pretensiones de la recurrente. 
La parte recurrente interesa: 

1. La estimación del recurso, declarando que la resolución impugnada no es conforme a 
Derecho y acordando el archivo del expediente disciplinario. 

2. Que se deje sin efecto la calificación de infracción muy grave del artículo 36.a) y, por 
tanto, la sanción de expulsión por una temporada impuesta al jugador nº 8. 

3. Con carácter subsidiario, la reducción sustancial de la sanción, sustituyéndola por otra 
de menor entidad dentro del marco reglamentario, teniendo en cuenta el tiempo ya 
cumplido desde la retirada de licencia del jugador con fecha 12 de noviembre de 2025. 

 
Asimismo, solicita medida cautelar de suspensión de la sanción durante la tramitación del 
recurso. 
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Tercero- Ponencia 
Ha actuado como ponente, por turno de reparto, Dña. Juana María Zapata Bazar, quien ha 
elevado propuesta ante el Comité de Justicia Deportiva. 
 
 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 
Primero.- Competencia 
El Comité de Justicia Deportiva de la Región de Murcia es competente para resolver el presente 
recurso de conformidad con el artículo 148,a) de la Ley 8/2015, de 24 de marzo, de la 
Actividad Física y el Deporte de la Región de Murcia. 
 
Segundo.- Procedimiento aplicable 
El procedimiento a seguir, es el establecido en el artículo 152 de la Ley 8/2015, de 24 de marzo, 
de la Actividad Física y el Deporte de la Región de Murcia, mediante el cual, tras la recepción 
del expediente el ponente evacuará la correspondiente propuesta de resolución, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 152.2. 
 
Tercero.- Admisibilidad: legitimación y requisitos formales 
La parte recurrente se encuentra legitimada para la interposición del recurso por ser interesado 
en este procedimiento, de conformidad con el artículo 58 del Reglamento Disciplinario de la 
FBRM “En los procedimientos disciplinarios deportivos se considerará interesados todos 
aquellos a cuyo favor o en cuyo perjuicio se derivasen derechos e intereses legítimos, en 
relación con los efectos de las resoluciones adoptadas.” 
 
El recurso de la interesada se ha interpuesto en tiempo y forma conforme lo dispuesto en el 
artículo 137 de la Ley 8/2015, de 24 de marzo, de la Actividad Física y el Deporte de la Región 
de Murcia y el artículo 115 LPAC por cuanto que contienen los elementos necesarios para 
identificar al recurrente, el acto que se recurre y la razón de su impugnación, lugar, fecha y 
firma, así como órgano al que se dirige, deduciendo de su contenido su pretensión. 
 
Cuarto.- Sobre la Medida Cautelar solicitada  
Se debe denegar la solicitud de la recurrente de suspensión cautelar de la ejecución de sanción 
impuesta, por no concurrir los requisitos exigidos para ello, entre otros, el acreditar y 
fundamentar los motivos alegados para ello. 
 
El art. 121.2 de la Ley 8/2015, de 24 de marzo, de la Actividad Física y el Deporte de la Región 
de Murcia establece que “No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, si con 
posterioridad o simultáneamente a la interposición del recurso se solicita expresamente a 
instancia de parte la medida cautelar de suspensión de la ejecución de la sanción impuesta, el 
órgano competente para su resolución podrá acordarla si concurren todos o algunos de los 
siguientes requisitos: 
 



 

 
Región de Murcia 
Consejería de Turismo, Cultura, 
Juventud y Deportes 
 
Comité de Justicia Deportiva 

 
 

 
 
 

3  

a) Si concurre alguna causa de nulidad de pleno derecho de la sanción cuya suspensión 
se solicita. 

b) Si se asegura el cumplimiento de la posible sanción, en caso de que esta se confirme. 
c) Si la petición se funda en la existencia de un aparente buen derecho. 
d) Si se alegan y acreditan daños o perjuicios de imposible o difícil reparación.” 

 
En el mismo sentido, el artículo 59 del Reglamento Disciplinario de la FBRM dispone que: 
 
“Las sanciones impuestas a través del correspondiente procedimiento disciplinario y relativo a 
las infracciones a las reglas de juego o de las competiciones serán inmediatamente ejecutivas, 
sin que las reclamaciones o recursos interpuestos contra las mismas paralicen o suspendan su 
ejecución. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, si con posterioridad o 
simultáneamente a la interposición del recurso se solicitara expresamente a instancia de parte 
la medida cautelar de suspensión de la ejecución de la sanción impuesta, el órgano competente 
para su resolución podrá acordarla si concurren todos o algunos de los siguientes requisitos: 
 
a) Si pudiera concurrir alguna causa de nulidad de pleno derecho de la sanción impuesta cuya 
suspensión se solicita. 
b) Si se asegurara el cumplimiento de la posible sanción, en el caso de que ésta se confirme. 
c) Si la petición se fundara en la existencia de una apariencia de buen derecho a favor de la 
persona que presenta el recurso. 
d) Si se alegaran y acreditaran daños o perjuicios de imposible o difícil reparación para la 
persona, física o jurídica, sancionada si no se acordara la suspensión. 
e) Si la no suspensión pudiera provocar la imposibilidad de ejecutar una resolución que estimara 
el recurso.”. 
 
La jurisprudencia ha señalado que es obligación de la parte que solicite una medida cautelar 
de suspensión de un acto administrativo que justifique los motivos por los que entiende que 
la ejecución del acto impugnado podría hacer perder la finalidad al recurso. Y ello porque las 
medidas cautelares de suspensión son un recurso excepcional al principio de presunción de 
validez de los actos administrativos (artículo 39 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas). Sin embargo, el 
recurrente se limita a solicitar la medida cautelar basada en unos supuestos prejuicios que no 
acredita, en unas resoluciones de TAD y de Comités de Justicia Deportiva que no menciona y 
en la declaración genérica de que no existe perjuicio grave al interés general o al normal 
desarrollo de la competición. 
 
La doctrina jurisprudencial exige que los perjuicios invocados para justificar la suspensión sean 
concretos y acreditados, no bastando alegaciones genéricas. En este sentido, el Auto del 
Tribunal Supremo de 3 de junio de 1997 (RJ 1997/5050) declara que la mera alegación sin 
prueba no permite estimar acreditado el perjuicio ni su difícil reparación. 
 
 
Por todo ello, procede denegar la medida cautelar interesada. 
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Quinto.- Sobre el fondo del asunto 
5.1. Hechos declarados en el Acta Arbitral y resolución sancionadora 
En el encuentro celebrado el 8 de noviembre de 2025, correspondiente a la categoría 3ª 
División Masculina GESA, consta en el Acta Arbitral -en lo sustancial- que, tras señalarse una 
falta en ataque del equipo visitante (XXXXX), el jugador nº 8 empuja fuertemente con ambos 
brazos por la espalda al jugador nº 4 del equipo local (XXXXX), derribándolo; se produce a 
continuación una invasión del terreno de juego y un altercado entre jugadores; y, en el curso 
de dicho altercado, el jugador nº 8 agarra violentamente al árbitro principal por la camiseta 
con ambos brazos, zarandeándolo y ocasionándole daños materiales, siendo necesaria la 
intervención de otros jugadores para separarlo. Consta igualmente la paralización del 
encuentro durante 19 minutos. 
 
En atención a dichos hechos, el Comité de Competición dictó resolución de 19 de noviembre 
de 2025, nº CC91, imponiendo al jugador sancionado sanción por infracción muy grave del 
artículo 36 del Reglamento Disciplinario de la FBRM. Posteriormente, el Comité de Apelación, 
mediante resolución de 16 de diciembre de 2025, desestimó el recurso y confirmó la sanción. 
 
5.2. Alegaciones del recurso ante este Comité 
La recurrente reitera los motivos ya esgrimidos en la vía federativa: 

 vulneración del principio de proporcionalidad; 
 vulneración del principio de tipicidad (art. 36.a); 
 falta de motivación; 
 indefensión material por falta de contradicción efectiva; 
 negación de la realidad de los hechos (calificando la acción como lance del juego, 

atribuyendo el tumulto al contrario y minimizando el contacto con el árbitro). 
 
Como elemento novedoso, aporta declaraciones del entrenador, del jugador nº 10 y de una 
espectadora. 
 
5.3. Valoración de la prueba aportada 
Las declaraciones aportadas no introducen extremos fácticos nuevos con capacidad para 
desvirtuar el contenido del Acta Arbitral o modificar la calificación jurídica efectuada, dado que 
se limitan a describir circunstancias ya apreciables en el material videográfico incorporado por 
la propia recurrente. 

 
Sexto. Fundamentos de derecho. 
La sanción cuya revocación se solicita se encuentra regulada en el Reglamento Disciplinario 
de la FBRM, y concretamente en su artículo 36. 
 
“Son infracciones muy graves, que serán sancionadas con inhabilitación de un año y un día a 
cinco años para el desempeño de sus cargos y funciones en entidades deportivas regionales 
o la revocación, en su caso, e inhabilitación para obtener licencia federativa por un período 
de un año y un día a cinco años o expulsión del juego o competición por un periodo de cuatro 
partidos a una temporada o multa hasta la cantidad de 50.000 €: 
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a) La agresión, amenaza, intimidación o coacción grave y reiterada a un componente del 
equipo arbitral, jugadores, entrenadores y otros técnicos, delegados, directivos, 
espectadores, autoridades deportivas, o en general, a cualquier persona intervinientes o 
asistente a un partido o encuentro de baloncesto o de baloncesto 3x3“. 

 
En el mismo Reglamento, en el artículo 58 regula las actas arbitrales y su presunción de 
veracidad. 
 
“Las actas de los árbitros que ejercen la dirección y control de los partidos o encuentros, 
pruebas o competiciones constituirán medio documental necesario en el conjunto de la 
prueba de las infracciones disciplinarias deportivas. La declaraciones de los árbitros se 
presumen ciertas, salvo error material.” 
 
Este Comité debe, vistas las alegaciones de la recurrente y las pruebas aportadas por esta, 
fundamentalmente el material videográfico del partido de baloncesto, donde tienen lugar los 
hechos calificados como infracción grave y de cuya narración de los hechos se elabora el acta 
arbitral, decidir sobre la estimación o no del recurso interpuesto. 
Analicemos las alegaciones de la parte recurrente: 
 
6.1. Sobre la presunción de veracidad del Acta Arbitral 
El Acta Arbitral goza, conforme a reiterada doctrina disciplinaria deportiva, de una presunción 
iuris tantum de veracidad respecto de los hechos consignados por el colegiado en el ejercicio 
de sus funciones, en atención a su condición de autoridad deportiva durante el encuentro. 
 
Dicha presunción únicamente puede ser enervada mediante prueba suficiente, directa y 
concluyente en contrario. En el presente supuesto, lejos de desvirtuarse su contenido, el 
material videográfico aportado por la propia parte recurrente viene a corroborar 
sustancialmente los hechos reflejados en el Acta. 
 
Del visionado se desprende con claridad que el jugador sancionado, sin hallarse en disputa 
efectiva del balón ni con posibilidad inmediata de jugarlo, empuja con ambos brazos por la 
espalda al jugador nº 4 del equipo contrario, provocando su caída violenta. La acción descrita 
no puede subsumirse en el concepto de “lance del juego”, al carecer de conexión funcional 
con la dinámica normal del mismo, tratándose de una conducta voluntaria y objetivamente 
antirreglamentaria. 
 
6.2. Sobre la tipicidad y culpabilidad de la conducta 
Los hechos descritos encajan plenamente en el tipo disciplinario previsto en el artículo 36 del 
Reglamento Disciplinario, relativo a conductas violentas o agresivas hacia adversarios y 
miembros del equipo arbitral. 
 
Concurre el elemento objetivo del tipo (acción de empujar violentamente por la espalda y 
posterior sujeción agresiva al árbitro) y el elemento subjetivo, apreciable en la voluntariedad 
de la conducta y en la ausencia de causa justificativa alguna. No se trata de un contacto 
accidental ni imprudente, sino de una actuación consciente, exteriorizada mediante una 
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acción corporal inequívoca. 
 
En cuanto al altercado posterior, el material probatorio evidencia que el mismo se inicia 
inmediatamente después del derribo referido, no pudiendo atribuirse su origen exclusivo al 
equipo contrario. Tampoco resulta acreditado que el jugador sancionado intentara apartarse 
voluntariamente de la situación; antes bien, consta que fue retirado por terceros. 
 
Asimismo, el gesto consistente en alzar el codo en dirección a un adversario constituye una 
conducta objetivamente intimidatoria, reveladora de una actitud persistente de 
confrontación. 
 
6.3. Sobre la agresión al árbitro y la protección reforzada de la autoridad arbitral 
Especial gravedad reviste la conducta consistente en sujetar violentamente al árbitro cuando 
éste se aproxima con finalidad pacificadora. La antijuridicidad de tal acción no puede 
relativizarse en función de su duración temporal, pues el ilícito disciplinario se consuma con 
el propio acto de agresión. 
 
La declaración arbitral de 17 de noviembre de 2025 describe pormenorizadamente cómo el 
colegiado fue agarrado con ambos brazos por la camiseta, quedando sin libertad de 
movimientos durante varios segundos, llegando a temer por su integridad física y sufriendo 
daños materiales en su indumentaria. Tal relato resulta coherente con la prueba videográfica 
y no ha sido contradicho mediante prueba idónea. 
 
Debe recordarse que la autoridad arbitral goza de una protección reforzada en el ámbito 
disciplinario deportivo, en cuanto garante del orden y regular desarrollo de la competición, 
por lo que cualquier agresión física reviste especial reproche. 
 
6.4. Sobre la inexistencia de asimetría disciplinaria 
La alegación relativa a supuestos antecedentes conflictivos entre ambos equipos en 
temporadas anteriores resulta jurídicamente irrelevante. El principio de responsabilidad 
personal impide tomar en consideración hechos ajenos al expediente concreto. No consta que 
tales circunstancias hayan sido valoradas para agravar la sanción impuesta. 
 
6.5. Sobre el principio de proporcionalidad y las garantías procedimentales 
La sanción impuesta supera el juicio de proporcionalidad en sus tres vertientes: 

 Idoneidad, al ser adecuada para reprochar y prevenir conductas violentas. 
 Necesidad, al no apreciarse medida menos gravosa igualmente eficaz. 
 Proporcionalidad en sentido estricto, dada la gravedad objetiva de los hechos y la 

afectación a la integridad física de adversario y árbitro. La sanción impuesta se encuentra 
prevista dentro del marco del artículo 36, resultando razonablemente proporcionada a 
la gravedad de los hechos, atendida la afectación al normal desarrollo del encuentro, la 
paralización del partido durante 19 minutos y, especialmente, la conducta desplegada 
frente al árbitro. 

 Garantías procedimentales: Del examen del expediente no se aprecia vulneración del 
derecho de audiencia, contradicción o defensa, habiendo dispuesto la parte recurrente 
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de plena oportunidad para formular alegaciones y aportar prueba. 
 
En virtud de lo expuesto, el Comité de Justicia Deportiva de la Región de Murcia, tras su 
deliberación y votación en sesión del Pleno, 
 
 

RESUELVE 
 
 
Primero.- Denegar la solicitud de suspensión cautelar de la sanción impuesta, al no acreditarse 
los requisitos exigidos para su adopción. 
 
Segundo.- Desestimar el recurso interpuesto por Dña. XXXXX, en nombre y representación del 
Club XXXXX de Baloncesto, contra la Resolución del Comité de Apelación de la FBRM de 16 
de diciembre de 2025, confirmando íntegramente la resolución recurrida por ser conforme a 
Derecho. 
 
Tercero.- Notifíquese la presente resolución al interesado y partes personadas haciéndoles 
saber que la presente resolución pone fin a la vía administrativa y contra la misma los 
interesados podrán interponer Recurso Contencioso-Administrativo ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente al de su 
notificación. 
 
 
La Presidente. Dña. Juana María Zapata Bazar 
 

(Documento firmado electrónicamente) 


